
1978 Miércoles 21 enero 1992 BOE núm. 19

1412

tI escrito de requerimiento no expresó formalmente los preceptos legales
que sean de aplicación al caso y aquellos en que se apoye 'para reclamar
el conot'imímlodel asunto, lal Como previene el arto 10.2 en relación
con el arto 9.1 de la Lev -de Cont1iclos J urisdícciona1c-s, si bien Heva
claromente implícito qué los ftindanwntos fácticos y jurídicos eran los
mismos que los contenidos en el requerimiento anterior, de modo que
clJucz requerido conocía todos Jos dementos en que se apoyaba C'I
requerimiento ulterior. En consecuencia. el detecto formal acusado
carece de entidad suficiente para decretar una nulidad de aCluaClOncs. ya
que la ratio y finalidad dd precepto contenido en los aludidos artículos
es que la AUIOf'idad requerida de inhibición conozca claramente los
h('chos y los preceptos legales que fundamentan el requerimiento ajuiclo
del requirente" y con este fin se establecen las lormalidadcs señaladas.
Este Tribunul de Connictos tiene facultades. de acuerdo con el art. ¡ 7.2
de la misma Ley para apreciar la importancia de los defectos de
procedimiento que se observen en función de la mtío legis, y que, como
se ha dicho, desde esta perspéctiVa son irrelevantes en el caso conSIde­
rado.

Cuarto: La cOl\Clusión no puede, por cllo, ser otra que la de resolver
en 'conflictos en favor de la Autoridad Administrativa. La doctrina de
los Decretos decisores de conflicto y desde la instauración del sist~ll;la
actual. la jurisprudencia de este Tribuna! ha consagrado la regla de la
prioridad temporal de! embargo, como determinante de la solución del
conflicto, y como en este caso el embargo administrativo es anterior al
embargo.judicial"la competencia corresponde al Delegado de Hacil~nda.

FALLAMOS

Que la competencia a que sc refiere el presente conflicto corresponde
a la Delegación de Hacicl!da' de León.

ASI por esta nuestra Sentencia, que se comunicará a los órganos
contendientes y Se. publicará en'el ~~BolctinOtieial del Estado». ~Io

pro'nunciamos. mandamos y firfilamos.
Publicación: Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por el

Excmo. Sr. don Jerónimo Arozamena Sierra, Ponente que ha sido en el
presente conflicto estando celebrando Audiencia publica el Tribuñal que
la dictó en el mismo día desufecha. certifico,-Firll1ado y rubricado.

Corresponde fielrilente con su originaL Y para que <:onste y remitir
id «BoIcHn OficiJl del ,EstJdo», para su puplicación, exp,ido y firmo la
presente en Madrid. :lpiecisiete de diciembre de· mil novecientos
noventa y uno.

SENTENCIA de 17.de dicie1J/bre de 11.)91, recaMa en el
CVI!/liclo de jw'isdicdól/ nÚ/JU'fO 611991, plan/cado en/re el
Aywllamiento de Sewlla.JI el lLegado de Primera Insfancia
número 4 de dicha capilal.

El Vicesecretario de ~obierno del Tribunal Supremo certifica que en
el cont1icto de jurisdicción a que schace referencia. se ha dictado la
siguiente

SENTENCIA

Presidente: Excmo. Sr. don Pascual Sala Sánchez.
M<lgistrados: Excmos. Sres. don Mariano de Oro-Pulido López. don

Mareclino Murillo Manín de los Santos, don Jerónimo Arozamena
Sierra. don Antonio S¡ínchcz del -Corral y don Minucl Vizcaíno
Marquel.

En la villa de Madrid. a diecisietc de diciembre de mil novccientos
noventa y uno, .

Visto por el Tribunal dc Conflictos de Jurisdicción. compuesto por
los excelentísimos señores arriba indicados. el suscitado entre el Ayunta­
miento de Sevilla y el Juzgado de Primera Instancia número 4 de dicha
capital, referido a la rcclamación de danos y perjuicios a dicho
Ayuntamiento, que se sustancia ante aquel Juzgado. por el trámite de
juicio declarativo de mcnor-euantia. regIstrado bajo el numero 241/91.

Antecedentes de hl'cho

Primero.-El Alcaldc Presidentc del AyUntamiento de Sevilla, por
Acuerdo de la mayoría absoluta del Pleno y previo informe del
SecrctJrio de la Corporación, dirigió eSCrito al Juzgado de Primera
Imtancia número 4 de Sevilla, planteando conflicto de jurisdicción, al
amparo de la Ley. 2/1987, en relación con los autos de juicio de menor
cuantia. instados ante dicho JUlg:.¡do por doiia Maria de la Piedad Pcrcz
Franco 'y don Antonio _Garcia Sjnchez, registrados bajo el númcro
14l/91. cl1 el que pidió que, con inmediata suspensión del procedi­
miento. dictara el-Juzgado Auto por el que declinara su competencia en
el conocimiento de la reclamadón de indemni¿ación por daiios y
perjuicios que aquellos postulan en los meritados autos. en favor del
Ayuntamiento con posible revisión jurisdiccional del Acuerdo. expreso
o presunto. que el Ayuntamiento adoptc, sobre tal reclamación, ante la
Jurisd.icción Contencioso-Administrativa, 0, cn otro caso. pro(e~icr;) c_l

Juzgado ~'n .la forma establecida en el articulo 12.2 de aquclla Ley
1/1987. Escrito en el Que el AyufHamicntD citó los preceptos legales que
a su juicio eran de aplie¡lción ni caso.

Segundo.~El JULgado de Primera InstanCIa número 4 de Sevilla, una
\'Cl reCIbIdo l'l requerimiento de inhiblcton, diO vista a las partes yal
r-.l inisterio Fiscal. y dictó a continu:Kión Auto, munteni('ndo su jurisdlc­
ción,acordando en el mi!>mo ónciar al AyuntamIento de Senlla.
anunci:indose qlK queJaba as¡ form.:.tlme!1tc planteado conHicto de
jurisJi,x:ión y que enviaba en d mismo dia las actuaciones al Presidentc
del Tribunal tk ConflIctos, requiriendo al AyuntamlCnto para que
hicicra lo propio en el nmmo dla de la recepcion.:

Tcrccro.-RecibiJas las actuaciones en l'Sh.' Tribunal. se acordó
s.llstanclar conl1icto de jurisdicción. dcsignar Ponente. y dar vista de las
al'tuaciones al Ministerio Fiscal v a la AdministraóÓn. quienes han
evacuado dicho traslado. Acord.-illdose seguidamente COl1\·ocar a los
cxcclcl}tísimos scnores componenh:'s de este Organo Colegiado para el
16 del actual. con remisión de los partlculares pertmentes. en cuyo día
tuvo lugar.

Sicndo Poncntll el Magistrado cxcdentisimo senor don Man:elino
l\lurillo Martín de los Santos.

Fundamentos jurídicos

Primero.-Con motivo del desp-ITndimiento del rólUlo ctramieo
adlferido a una pared que daba nombre a una calle de Sevilla, cuyos
l'aS(otes alcanzaron a dos. personas que sc encontraban en las inmedia­
dones. oG\sio!\an~olasles~onc:s. los af..-ctados ~C'cl,lInan ~l ~}untami,C'nto
de dicha capltJl mdemlllzaclon por los danos y perjUlCIOS sufndos,
habil~ndos~' acudido para dio al tr'¡mitl' del juicio declarativo de menor
cuantía que se sustancia ante el Juzgado de Primera Instancia nÚme-o
4 de Sevilla. en cuyos autos. al ser emplazado el Ayuntamiento. su
Alcalde-Presidente, previo Acuerdo de la mayoría absoluta del Pleno e
informe del Sccretario dc 13 Corporación, presentó escrito en aquellos
autos requiriendo la inhibIción al JUlgado. por entender el requirente
que. siendo el objdo de ellos una.fl'damación en la que se suscita una
posible responsabilidad patrimolllill de la Administración Ptiblic?.es al
Avuntamiento demandado a quien cOlllpch'.conocer en via adnllnlslra­
ti~a de esa reclamación, pudiendo acudir los demanda tes a la Junsdic­
ción Contcncioso~..\dministrativa frento: al acto. npreso o presunt'J, que
1;1 CorporaCIón adopte en relación con tal reclamación. Hahiendo
quedado formalmente plinteado el presente conllicto de jurisdic<:iól.1,
confornll' al articulo _12.2 de b Ley OrAalllca 2/1987, de 18 dl' mayo, ae
ConflH::tos JurisdlCclonaks, al haber mantenido su JurisdICción d
Juzgado requerido, en resoluciün mo1lyada.

S...-.:gundo.-La responsabilidad patrimonial de la Administracioll. en
el :lmbito de los Entes Locales, e'>tj prevista en el articulo 54 d ...' 1,1 Ley
7j1985. de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local. en cuyo
precepto S" hacc Ull<1 remisión a la legislación geneml, lo que no~ situa
ante los artículos 12 1.1 de la Lev de Expropiación Forzosa de 16 de
diciembre de .195-L artículo 40.1 de la Ley dd Régimen J uridico de la
AdministraclOn del Estado de 26 de julio de 1957, y. a nivel constitUCIO­
nal, ante' el articulo 106,2 de la Constitución, preceptos éstos que
configuran el marco de la responsabilidad patrimonial del Estado cn
nuestro Ordenamiento Juridico.

Inicialmente y como regla generaL la competencia para d conoó­
miento de dicha responsabilidad, VIl.?Ilt: atnbulda a la Jurisdicción
COlllen('ioso~AdministralÍ\'a. :.\si 10 consignó ti aní,:ulo 12S d(~ la
precitada Ley de Expropiación ForlOsa cr!terio _que fue m:it!cad?
después por el artkulo 3i b) de la Ley JunsdlCclOnal. _qth.' :itnbuy?
expresamente a la Jurisdicción ContencloS(h-\dmlllistratlva. el conoCi­
miento de «las cuestiones que se susciten sobre la respünsablllJad
pnlrimonial (k la AdministraCión Púhlica),_ Fu:.' la Ley de Régimyn
Jurídico de la Administración del Estado la que, poco después, precIso
Ul su ¡Irticulo 41 que «cuando el Estado aclú,-' ,cn relaciones de Derecho
privado.._ la responsabllidad habr.l de cxiglrsc ante los Tnbunaks
ordinari09), con lo que se \ ¡no a romper la unidad jurisdiccional en
materia de responsabilidad patrimonial de la Administración que habia
consagwdo, poco antc':i. el articulo 3 b) de la Ley Jurisdiccional de 27
de diciembre de 1956.

Terccro.-Ante esta ruplura de IJ unid;ld jurisdiccional impuesta por
el articulo 41 Je la Ley de Régimen Juridico de la Administración del
Estado, preciso rl'su1ta puntualizar _quc al reconocer tal precepto 1,1
compde!1l'ia de la jurisdicción ordmana cuando el Estado aetul' en
rducian de Derecho privádo, C':it<Í señalando los ekctos procesales de las
di~tintas pOSICiones de las Administraciones Públicas ante el Derecho

- La pn:lcnsión de inmdcniL.aciÓn por dalias y perjuicios frente :l un
Ente Público deberá. por tanto. deducirse ant" una u otra jurisdicnún
según el derecho regulador de la aCliYidad que causó el dano, por lo que
ha de conclUIrse quc SI la Administración Publica cuando o('a.">lono 1.']
da lÍo actuaba como cualquier otro sujeto de derecho, sUjeta al Derecho
privado. la pretensión de indemnización no podr~i deducirse ante la
JurisdiCCión Con!l:nrioso~Administrativa. y si, por contm, debcrá dedu­
cirse ante esta última cuando en aqU':l actuar la Administración Pública
es(é sujeta al Derecho públí,o administrativo.

Sentado fo an1l'rior, 11 efectos de rcsolucion del presente contlicto de
iurisdicción, ha de partirse de que Jos danos euya indemnizaCIón se
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1T'C1aman del Ayuntamiento. se han producido en el marco de la
prestación de un servicio público local -el de la rotulación de calles-,
que es de la competencia del Ayuntamiento, como órgano gC~tOf de los
intereses municipales, con lo que lejos de tener aquel,los su ong~n en un
actuar de la Corporación en reJacíón de Derecho privado, lo llenen en
un actuar de esta última en relación de Derecho público.

Si la Administración responde, según el articulo 40 de la Ley de
Régimen Juridico de la Administradón del Estado de toda lesión que los
particulares sufran «... siempre que aquella lesión sea consecuencia de
un funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.. ,))
entendida esta expresión como comprensiva de todo el hacer y actuar de
la Administración como acto de gestión pública, esto es, de gestión
administrativa en general. incluso las actuaciones u omisiones pura­
mcnte materiales o de hecho, al margen de cual sea el grado de
voluntaried¡¡de incluso de previsión, evidente es que al no tener su
origen el daño cuya indemnización se reclama en -un actuar del
Avuntamiento, en relación de Derecho privado. estamos ante' un
slipllcSto en que suscitada una presunta responsabilidad patrimonial de
Ja Administración, deberá ser la Jurisdicción Contencioso-Administra­
tiva la que en último término tendrá que conocer ex artículo 3 b)de la
Ley Reguladora de- esta jurisdicción de la cues.tión controvertida.

Tercero.-Consecuentemente, et presente conflicto de jurisdicción
suscitado entre el Juzgado de Primera Instancia número 4 de Sevilla y
el Ayuntamiento de dicha capitaLdebcmos resolverle en favor de este
ultimo, ,'11 corresponder a la Corporación, en primer lugar, pronunciarse
sobre la indemnización que de ella se pretende, por su presunta
rrspons¡¡bilidad patrimonial, siendo ex-post la JurisdicC'ión Contcn­
cioso-Administr'dtiva la compctentepara conoC'er del posible recurso
jurisdiccional que los presuntos perjudicados puedan interponer frente
al acto dencgatorio, expreso o presunto, de la Corporación, relativo a su
pretensión.

FALLAMOS
Que debemos declarar y declaramos que corresponde conocer de la

C'ucstión que ha dado lugar al presente conflicto de jurisdicción, al
Ayuntamiento de S~vífIa~ en fos térmínos que se índícan en el último
fundmnento de esta resolución.

Asi por esta sentencia, que se comunicará a los Organos contendien­
tcsy se publicará en el «Boletín Oficial del EstadQ)}, lo pronunciamos,
mandamos y firmamos.-Siguen las firmas.

Publicación.-Leida y publicada ha SIdo ta antenor sentencia, por el
excelentisimo sei'lor Magiswado Ponente de la misma, estando la Sala
celebrando audiencia publica, de lo que ,como Secretario de la misma,
certifico. .

Madrid. diecisiete de diciembre de mil novecientos noventa y
uno.-Firmado y rubricado.

Corresponde fielmente con su original. Y para que conste y a fin de
scr publicada en el «Bohín Oficial del Estado», expido y firmo la
presente en Madrid a ocho .de enero de mil novecientos noventa y dos.

SENTENCIA de 20 de diciembre de 1991, l'C'Caída en el
conflicto de jurisdicción número 4/1991. plantrodo entre la
Delegación de! Gobierno en Extremadura J' e! Juzgado de
Primera Instancia número 5 de Badajoz.

El Vicesecretario del gobierno del Tribunal Supremo certifica que en
el conflicto a que se hace mención, se ha dictado la siguiente

SENTENCIA

Presidente: Excmo. Sr. don Pascual Sala Sánchez.
Vocales; Excmos. Sres.: Don Mariano de Oro-Pulido López, don

Marcclino Murillo Martín de los Santos, don Jerónimo Arozamena
SIerra, don Antonio Sánchez del Corral y del Río, y don Miguel
Vizcaíno Márquez.. _. ...

En la villa de Madrid, a veinte de diciembre de mil novecientos
novcnta y _uno.

Visto porel Tri,bu':lal de Confl!ctos de Jurisdicción c~mpuesto por
los Excmos. Sres. mdlCados anterlormcnte, el planteamIento entre la
Delegación del Gobierno de Extrcmadura y el Juzgado de Primera
Instancia número 5 de Badajoz., en relación al interdicto de recobrar la
poscsión numero 327/1990, scguido ante dicho órgano jurisdiccionaL

Antecedentes de hecho

Primer~: La Delegadón del Gobierno en Extremadura. previo el
~port!J~? mforme por par.te del Abogado del Estado, requirió de
mlllblclo:n al Juzgado de I.'rimera lnstancia-~u~ero' 5 de ~adajoz para
Que decline su competencia a conocer del JUICIO de Intercl1cto numero
327/1990, promovido por don Juan Villalón ViIlalón-Daoiz contra la
Dcmarcadón de Carreteras del ESlado, en base a los hechos y fundamen­
tos de derc,:h<? Que expone, y que concreta en los artículos 3.1.0 b). de
la Ley Orgamca 2/1987, de 18 de mayo; 3~ de la Ley de Régimen

Juridico de la Administración del Estado; 103 de la Ley de Procedi·
miento Administrativo. y 125 de la Ley de ExpropiaC'ión Forzosa.

Segundo: El Juzgado de Primera Inst¡¡ncia número 5 de Badajoz, una
vez fCC'ibido el requerimiento de inhibición y con audiencia de las partes
y del Ministerio Fiscal, decidió por auto de 30 de mayo de 1991 no
aceptar el requerimiento de inhibkión y mantener su jurisdicción por
entend~r que «excepcionalmente se admiten los interdictos contra la
Administración, en aquellos casos en que haya actuado fuera de su
C'ompetenC'ia y en disconformidad con el procedimiento legalmente
cstablecido», elevando las actuaciones a este Tribunal de Conflictos.

Tercero: Recibidas las actuaciones remitidas por la Delegadón del
Gobicrno en Extremadura y el Juzgado de Primera Instancia número 5
de Badajoz, por providencia de 7 de junio del año actual se acordó oir
'11 Ministerio Fiscal y a la Administración interviniente, que en 6 de
noviembre de 1991 -el Ministerio Fiscal- y el 27 del mismo mes y año­
-la representación de la Administración del Estado- presentaron sus
alegaciones; convocándose a los componentes de este Tribunal para el
16 de diciembre.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. don Mariano de Oro-Pulido y López.

Fundamentos de derecho

Primero: El Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma de
Extrcmadura ha suscitado. en las. presentes actuaciones, conflicto de
jurisdicC'ión al Juzgado de Primera Instancia número 5 de Badajoz,
rcquiricndole para que se abstuviera de intervenir, lJOr estimar'ser de su
competencia, en el interdicto de recobrar la posesión de una finca
rustica, poseida por un partiC'ular, y que había sido ocupada por la
DemarcuC'ión de Carreteras del Estado en virtud de expediente de
expropiación forzosa.

Segundo: La prohibición matizada de entablar interdictos frente a la
Administución del Estado, consagrada en los artículos 38 de la Ley de
Rcgimen Juridico de la Administración del Estado, y 103 de la Ley de
Procedimiento Administrativo, contrasta con la formulación poSItiva
contenida en el artículo 125 de la Ley Expropiación Forzosa. En efecto,
aquellos preceptos disponen que no' se admitirán interdictos contra
(~providcncias» o «actuaciones» dictadas por las «autoridades» u «órga­
nos administrativos>} en materia de su competencía y de acuerdo con el
proC'edimicnto legalmente establecído, mientras Que el citado 125 de la
Ley expropiatoria ofrcceuna regla permisiva condicionada al incumpli­
miento de los requisitos esenciales que en el mismo se establecen. En
cualquier caso. tanto aquellas normas de prohibición relativa como,
lógicamente. esta última de autorización, permiten la acción interdictal
frcnte a actuaciones administrativas constitutivas de vía de hecho.

Tercero: Conviene igualmente resaltar que la ausencia en la Ley
reguladora de la, Jurisdicción Contencioso-Administrativa de un proce­
dimiento especial y sumario por el que los interesados pudieran acceder,
con carácter inmediato, a dicha jurisdicción para defenderse de ataques
de la Administración merecedoras de la calificación de vías de hecho, y
la necesidad, por tanto. de tener que acudir, en dichos supuestos. a Ja
jurisdicción civil, al estar residenciada en la misma la protección
interdictal, no debe suponer merma alguna d~ los derechos de los
particulares para obtener una respuesta jurisdiccional adecuada -posi­
tiva o ncgativa- a la pretensión ejercitada.

Cuarto: A la luz de estas consideraciones debe analizarse el presente
conflicto, dimanante del ejercicio de la vía interdictal civil por- un
particular frente a la posesIón por parte de la Administración de una
finca, objeto de expediente expropiatorio de urgencia, antes de haberse
constituido el necesario depósito previo a la ocupaeión. Ciertamente el
expedicnte de expropiación forzosa por razones de urgencia. regulado en
el artículo 52 de la Ley de 16 de diciembre de_ 1"954 y 56 Ysiguientes de
su Reglamento de 26 de abril de 1957, autoriza la ocupación del bien
expropiado con anterioridad a la determinación del justo precio y a su .
pago~ pero precisamente por ello y como garantia del expropiado, se
impone ti la Administración, como requisito inexcusable, la obligación
de' constituir el depósito previo a la ocupación trámite que fue
incumplido en el presente caso. ,

QUiRtO: La Delegación del Gobierno en Extremadura se basa para
deducir, primero. el requerimiento de inhibición y promover, después.
el conflicto jurisdiccional, en la escueta cita de los mencionados
artículos 38 de la L.RJ.A.E., 103 de la L.P.A. y 125 de la L de E.F., y
en la existencia de un expediente de expropiación en la finca de
referencia, legitimador. a su juicio. de la actuación material de la
Administración, e impeditivo del conocimiento del asunto por la
jurisqiC'ción civil. Ya hcm?s visto como los mencionados preceptos no
sc oponen. antes al contrarto, permiten la utilización de la vía interdictal
como 'medio de frenar las vias de hecho, por 10 que la mera referencia
a la tramitación de un expediente expropiatorioresuha insuficiente para
desapoderar al Juez Civil de su jurisdicción. maxime sí, como aquí
ocurre, se aduce la quiebra de una de las reglas esenciales a que se refiere
el artículo 125 de la Ley de Expropiación Forzosa, pues con ello
desaparece el fundamento de la oposición a la actuación del Juez Civil.

Sexto: La infracción denunciada -ocupación de la finC'a C'on anterio­
ridad a la constitución del depósito previo exigido por el artículo 52, ,
4.° Y 6.0 de la Ley de Expropiación Forzosa- reviste, en principio,
gravedad suficiente a los efectos de poder merecer la calificación de via
de hecho. y consiguientemente, de permitir al Juez del orden civil el


